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ACTA DE LABOR PARLAMENTARIA 

19ª SESIÓN ORDINARIA 
 
 
LA PRESENTE ACTA DE LABOR PARLAMENTARIA ESTÁ INTEGRADA POR PROYECTOS 
PROPUESTOS POR LOS BLOQUES POLÍTICOS, LOS CUALES SOLAMENTE SERÁN 
CONSIDERADOS EN EL RECINTO SI CUENTAN CON LOS DICTÁMENES EMITIDOS POR 
LAS COMISIONES RESPECTIVAS, EN RAZÓN DE LO CUAL LOS PRESIDENTES DE 
BLOQUES ELEVAN AL PRESIDENTE DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS, D. ESTEBAN AMAT 
LACROIX, PARA INCORPORAR EN LA MISMA LAS SIGUIENTES INICIATIVAS PARA LA 19ª 
SESIÓN ORDINARIA DEL CORRIENTE AÑO, CON EL SIGUIENTE ORDEN: 
 
 

I. SENADO: 
 

Expediente 90-34.083/25. Proyecto de Ley en revisión: Carta Municipal de Chicoana. 
Sin dictámenes de las Comisiones de Asuntos Municipales y Transporte; de 
Hacienda y Presupuesto; y de Legislación General. 

 
II. DIPUTADOS: 
 

1. Expediente 91-54.433/26. Proyecto de Ley: Propone prohibir la exhibición, difusión, 
promoción o publicidad de juegos de azar, casinos, casas de apuestas y plataformas de 
apuestas en línea en los bienes inmuebles y vehículos de la Administración Pública 
Provincial. Sin dictámenes de las Comisiones de Prevención de Consumos 
Problemáticos; de Comunicaciones y Libertad de Expresión; de Hacienda y 
Presupuesto; y de Legislación General. (B. TODOS POR SALTA) 

 
2. Expediente 91-54.322/26. Proyecto de Declaración: Que vería con agrado que el Poder 

Ejecutivo Provincial, a través del organismo correspondiente, incluya en el Plan de Obras 
Públicas del Presupuesto General de la Provincia - Ejercicio 2027, la construcción de un 
edificio para la Escuela de Educación Técnica en la localidad Santa Victoria Este, 
departamento Rivadavia. Sin dictámenes de las Comisiones de Obras Públicas; de 
Hacienda y Presupuesto; y de Educación. (B. TODOS POR SALTA) 

 
3. Expediente 91-54.326/26. Proyecto de Ley: Propone establecer un régimen de 

acompañamiento de la trayectoria educativa de estudiantes deportistas. Sin dictámenes 
de las Comisiones de Educación; de Cultura y Deporte; de Hacienda y Presupuesto; 
y de Legislación General. (B. POR SALTA) 

 
4. Expediente 91-54.462/26. Proyecto de Ley: Propone la protección integral, transparencia 

y sistemas de videovigilancia en establecimientos de cuidado de personas en situación de 
vulnerabilidad. Sin dictámenes de las Comisiones de Derechos Humanos y Personas 
Mayores; de Educación; de Salud; de Derecho de las Personas con Discapacidad; 
de Hacienda y Presupuesto; y de Legislación General. (B. LA LIBERTAD AVANZA) 

 
5. Expediente 91-53.649/26. Proyecto de Ley: Propone establecer la realización obligatoria 

de los estudios para la obtención del Certificado de Aptitud Psicológica, para los 
funcionarios del Poder Ejecutivo Provincial, Poder Legislativo y Poder Judicial. Sin 
dictámenes de las Comisiones de Salud;  PYMES, Defensa del Consumidor, Asuntos 
Laborales, Previsión Social y MERCOSUR; de Hacienda y Presupuesto; y de 
Legislación General. (B. Dr. RENÉ FAVALORO) 
 

6. Expediente 91-54.519/26. Proyecto de Declaración: Que vería con agrado que el Poder 
Ejecutivo Provincial, a través del organismo correspondiente, convoque una Mesa 
Provincial de Comercio y Desarrollo Fronterizo, a fin de elaborar una posición común de la 
Provincia, aportar evidencia técnica a las autoridades nacionales y efectuar el seguimiento 
de la implementación del régimen del Decreto Nacional N° 438/2026. Sin dictámenes de 
la Comisiones de Producción; de PYMES, Defensa del Consumidor, Asuntos 
Laborales, Previsión Social y MERCOSUR; y de Hacienda y Presupuesto. (B. UNIÓN 
SALTEÑA - UCR) 

 

----- En la ciudad de Salta a los dieciocho días del mes de agosto del año dos mil veintiséis. ----------- 



          

 

I. SENADO 
 

Expte. 90-34.083/25 

 

CARTA MUNICIPAL DE CHICOANA 

- ARCHIVO INCLUIDO AL FINAL DE LA PRESENTE ACTA. 

 

II. DIPUTADOS 
 

1 – Expte. 91-54.433/26 

 
Fecha: 30/07/2026 
 
Autores: Dips. AMAT LACROIX, Esteban - ALABI, Enzo Gabriel - ALBEZA, Luis Fernando - 
ARJONA, Gerónimo Avelino - AYÓN, David Emmanuel - CARTUCCIA, Laura D. - CATARDO, 
Marcos Manolo - CHAUQUE, Enzo Hernán - CHOSCO, Oscar Ricardo - CUELLAR GARNICA, 
Juan Pablo - DANTUR, Gustavo Bernardo - DOMÍNGUEZ, Edgar Gonzalo - ESTEBAN, Juan 
José - EXENI ARMIÑANA, Omar - FONSECA LARDIES, Amanda María Frida - GALÍNDEZ, 
Gastón Guillermo - GARCÍA, Rodrigo Javier - HUCENA, Patricia del Carmen - JORGE DE LA 
ZERDA, Carlos Ignacio - LÓPEZ, Fabio Enrique - MENDAÑA, Luis Gerardo - MILLER, Mirtha 
Esther - OLIVA, Sergio Gerardo - ORELLANA, Francisco Gerardo - OROZCO, Gustavo Orlando - 
PAZ, Manuel Norberto - PEÑALBA ARIAS, Patricio - PLAZA SCHAEFER, Miguel Ángel - RALLÉ, 
Germán Darío - RESTOM, Jorge Miguel - SEGUNDO, Rogelio Guaipo - SEGURA GIMÉNEZ, 
Daniel Alejandro - TAIBO, Antonio Nicolás - TAPIA, Ernesto Rosario - VALENZUELA 
GIANTOMASI, Adrián Alfredo - VALENZUELA PÉREZ, Alejandro Fabián - VARGAS, Héctor Raúl. 
 
 
 

PROYECTO DE LEY 
 

EL SENADO Y LA  CÁMARA  DE  DIPUTADOS  DE  LA  PROVINCIA, SANCIONAN CON 
FUERZA DE 

L E Y 
 
 

Artículo 1°.- Prohíbase, en el ámbito de la provincia de Salta, la exhibición, difusión, 
promoción o publicidad, cualquiera sea su modalidad o soporte, de juegos de azar, casinos, 
casas de apuestas, plataformas de apuestas en línea o cualquier otra actividad de similar 
naturaleza, en los bienes inmuebles, vehículos y demás bienes de cualquier naturaleza 
pertenecientes o afectados al uso o funcionamiento de:  

 
a) La Administración Pública Provincial Centralizada y Descentralizada. 
b) Los entes autárquicos y descentralizados. 
c) Las empresas y sociedades del Estado Provincial, las sociedades con participación 

estatal mayoritaria y toda otra persona jurídica en la que la Provincia tenga 
participación suficiente para determinar su voluntad social. 

 
La prohibición comprende toda publicidad permanente o transitoria realizada mediante 

cartelería, ploteos, pantallas, señalética, folletería, material gráfico o audiovisual, medios 
electrónicos, sitios web, aplicaciones, redes sociales oficiales y cualquier otro soporte físico o 
digital destinado a la comunicación institucional. 

 
Art. 2°.- Los eventos, espectáculos, actividades culturales, deportivas, recreativas, 

educativas, sociales o de cualquier otra naturaleza que reciban subsidios, aportes, asistencia 
económica, patrocinio, auspicio o cualquier otra forma de financiamiento por parte del Estado 
Provincial, sus organismos, empresas o sociedades comprendidas en el artículo anterior, no 
podrán exhibir ni difundir publicidad de juegos de azar, casinos, casas de apuestas, plataformas 
de apuestas en línea o actividades análogas durante su realización ni en el material destinado a 
su promoción. 

 
Art. 3°.- El otorgamiento de subsidios, aportes, auspicios o cualquier otra asistencia 

económica prevista en el artículo anterior quedará condicionado al cumplimiento de la prohibición 



          

 

establecida por la presente Ley, debiendo incorporarse dicha obligación en los respectivos actos 
administrativos, convenios o instrumentos que formalicen el beneficio. 

 
Art. 4°.- El incumplimiento de lo dispuesto en el artículo 3° facultará al organismo 

otorgante, previa sustanciación del procedimiento administrativo correspondiente, a: 
 
a) Revocar el beneficio concedido cuando aún no hubiere sido efectivizado. 
b) Exigir el reintegro total de las sumas percibidas, cuando el aporte ya hubiere sido 

otorgado. 
c) Inhabilitar al beneficiario para acceder a nuevos subsidios, aportes, auspicios o 

cualquier otra forma de asistencia económica provincial por el plazo de hasta dos (2) 
años, de acuerdo con la gravedad del incumplimiento. 

Las medidas previstas en el presente artículo podrán aplicarse en forma conjunta o 
independiente, conforme a las circunstancias del caso y respetando el debido proceso 
administrativo. 

 
Art. 5°.- El Poder Ejecutivo determinará la Autoridad de Aplicación de la presente Ley, la 

que tendrá a su cargo su reglamentación, fiscalización y control. 
 

Art. 6°.- Invítase a los municipios de la Provincia a adherir a la presente Ley.  
 

Art. 7°.- Comuníquese al Poder Ejecutivo. 
 
 
 
 
 
FUNDAMENTOS 
 
Sr. Presidente: 
 

El presente proyecto de ley tiene por finalidad la de reforzar una política pública coherente 
respecto del uso de los bienes, espacios y recursos del Estado Provincial, evitando que éstos 
sean utilizados para promover actividades vinculadas con los juegos de azar, las apuestas y los 
casinos. 

 
La iniciativa propone que el Estado Provincial, sus organismos, empresas y sociedades 

con participación estatal no utilicen bienes públicos para la difusión de este tipo de actividades y 
que quienes reciban financiamiento público provincial respeten el mismo criterio. 

 
En los últimos años se ha verificado un notable incremento de la publicidad de plataformas 

de apuestas y juegos de azar, lo que ha generado una creciente exposición de la población, 
particularmente de niñas, niños y adolescentes, a mensajes que naturalizan las apuestas como 
una forma habitual de entretenimiento o de obtención de ganancias. 

 
En este contexto, el Estado debe actuar con coherencia entre las políticas públicas de 

prevención y el destino que asigna a sus propios recursos. Resulta contradictorio impulsar 
acciones orientadas a prevenir consumos problemáticos y, al mismo tiempo, permitir que edificios 
públicos, vehículos oficiales, estadios, centros deportivos, empresas estatales u otros bienes 
públicos sean utilizados para promocionar actividades que pueden generar conductas adictivas o 
afectar a sectores especialmente vulnerables. 

 
Del mismo modo, es razonable que los eventos que reciben subsidios, auspicios o 

cualquier otra forma de asistencia económica provincial se desarrollen respetando las 
condiciones fijadas por el Estado para el otorgamiento de esos recursos.  

 
Las consecuencias previstas para los casos de incumplimiento —revocación del beneficio, 

reintegro de los fondos percibidos e inhabilitación temporal para acceder a nuevos aportes— 
constituyen mecanismos razonables destinados a preservar el correcto uso de los recursos 
públicos y garantizar la eficacia de la norma, respetando en todos los casos el debido 
procedimiento administrativo. 

 
Por lo expuesto, solicitamos a nuestros pares la aprobación del presente proyecto.  

 
 

2 – Expte. 91-54.322/26 

 



          

 

Fecha: 30/06/2026 
 
Autor: Dip. SEGUNDO, Rogelio Guaipo. 
 
 

 
PROYECTO DE DECLARACIÓN 

 
LA CÁMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA DE SALTA, 

 
D E C L A R A 

 
 

Que vería con agrado que el Poder Ejecutivo Provincial, a través del Ministerio de 
Educación y Cultura, incluya en el Plan de Obras Públicas del Presupuesto General de la 
Provincia Ejercicio 2027, la construcción de una Escuela Técnica en la localidad Santa Victoria 
Este, departamento Rivadavia. 
 
 
 
 
 
 
FUNDAMENTOS 
 
Sr. Presidente: 
 

La localidad Santa Victoria Este es la cabecera del Municipio que lleva el mismo nombre, 
según los últimos relevamientos posee una población de más de 12.000 habitantes, la misma 
cuenta con un único establecimiento escolar y albergue para el Nivel Secundario, el cual fue 
creado hace más de veinticuatro años y cuenta con una matrícula de más de 600 alumnos 
aproximadamente divididos en ambos turnos. Por lo cual, dicha institución resulta limitada para la 
cantidad de habitantes escolarizados en el pueblo de Santa Victoria Este y las localidades 
vecinas, teniendo en cuenta que además, asisten estudiantes de los parajes próximos como ser: 
Misión El Cañaveral, Chañares Altos, General Urquiza, Campo Largo, Las Vertientes, entre otros.  

 
Una Escuela Técnica en la localidad Santa Victoria Este, sería una oportunidad de 

perfeccionamiento muy importante para el estudiante, ya que además de brindar la formación 
necesaria para alcanzar los estudios superiores, también brindará formación y preparación para 
el trabajo, para así generar oportunidades laborales, crear nuevas fuentes de empleo, productos, 
bienes y servicios que contribuyen en el mejoramiento de la calidad de vida de la región. 

 

3 – Expte. 91-54.326/26 

 
Fecha: 30/06/2026 
 
Autor: Dip. KRIPPER, Guillermo Alejandro. 
 
 
 

PROYECTO DE LEY 
 

EL SENADO Y LA  CÁMARA  DE  DIPUTADOS  DE  LA  PROVINCIA, SANCIONAN CON 
FUERZA DE 

L E Y 
 
 

Artículo 1°.- La presente Ley tiene por objeto establecer un régimen de acompañamiento 
de las trayectorias educativas de estudiantes deportistas de la provincia de Salta, procurando 
compatibilizar el derecho a la educación con la práctica deportiva federada, competitiva o de alto 
rendimiento, garantizando la continuidad de los procesos de enseñanza y aprendizaje. 

 
Art. 2°.- El régimen será aplicable a los estudiantes que cursen los niveles de educación 

obligatoria en establecimientos de gestión estatal o privada de la Provincia y que acrediten 
participar en competencias oficiales, concentraciones, entrenamientos, campus deportivos u otras 
actividades organizadas o avaladas por federaciones, asociaciones deportivas reconocidas u 
organismos públicos competentes. 



          

 

 
Art. 3°.- Las inasistencias ocasionadas por la participación en las actividades previstas en 

el artículo anterior serán justificadas conforme la normativa vigente y la documentación emitida 
por la entidad deportiva u organismo competente, sin perjuicio del cumplimiento de las 
obligaciones académicas correspondientes. 

 
Art. 4°.- Los establecimientos educativos deberán adoptar medidas razonables de 

acompañamiento pedagógico que permitan a los estudiantes alcanzar los contenidos curriculares 
y objetivos de aprendizaje, pudiendo disponer, según las posibilidades institucionales, tutorías, 
actividades de recuperación, acceso al material de estudio, reprogramación de trabajos prácticos 
y otras estrategias equivalentes. 

 
Art. 5°.- Cuando las fechas de evaluaciones, exámenes, trabajos obligatorios o instancias 

de acreditación coincidan con actividades deportivas debidamente acreditadas, los 
establecimientos educativos deberán prever instancias alternativas de evaluación que aseguren 
la igualdad de oportunidades académicas del estudiante. 

 
Art. 6°.- El Ministerio de Educación y Cultura y la Secretaría de Deportes o los organismos 

que en el futuro los reemplacen, coordinarán las acciones necesarias para la adecuada 
implementación del presente régimen, pudiendo establecer mecanismos de intercambio de 
información y criterios uniformes de acreditación. 

 
Art. 7°.- El Poder Ejecutivo reglamentará la presente Ley dentro de los ciento veinte (120) 

días de su promulgación. 
 

Art. 8°.- Comuníquese al Poder Ejecutivo. 
 
 
 
 

 
FUNDAMENTOS 
 
Sr. Presidente: 
 

La práctica deportiva constituye una herramienta de formación integral que favorece el 
desarrollo físico, intelectual, social y emocional de niñas, niños, adolescentes y jóvenes. Quienes 
participan en competencias oficiales o desarrollan una actividad deportiva de carácter federado o 
de alto rendimiento deben afrontar exigencias que, en numerosas oportunidades, coinciden con 
sus obligaciones escolares. 
 

La provincia de Salta adhirió mediante la Ley 6658, a las Leyes Nacionales 20.655 de 
Fomento y Desarrollo del Deporte y 20.596 de Licencia Especial Deportiva. Esta última, en su 
artículo 10, prevé que a los estudiantes designados para integrar delegaciones deportivas no les 
sean computadas las inasistencias que ello ocasione. Sin embargo, dicho régimen no contempla 
mecanismos concretos que permitan asegurar la continuidad de las trayectorias educativas ni 
herramientas de acompañamiento pedagógico adecuadas a la realidad actual. 
 

La experiencia desarrollada en distintas jurisdicciones del país demuestra la conveniencia 
de avanzar hacia modelos de coordinación entre el sistema educativo y el deportivo, privilegiando 
la permanencia y el rendimiento académico de los estudiantes sin obstaculizar su desarrollo 
deportivo. 
 

De este modo, se fortalece el derecho a la educación y se promueve el deporte como 
política pública, complementando el régimen nacional vigente y adecuándolo a las necesidades 
actuales de los estudiantes deportistas de la Provincia. 
 

Por lo manifestado, solicito el acompañamiento al presente proyecto de ley.  
 
 
 
 
 
 
 

4 – Expte. 91-54.462/26 

 



          

 

Fecha: 04/08/2026 
 
Autores: Dips. DOMÍNGUEZ, Fernanda Carmen Emilia - ARCE, Andrés Ariel Nicolás - CAYO, 
María Victoria - DAVIDS CORNEJO, María Elena -  ESPER, Alejandro Jesús - LASTRA, Franco 
Agustín - LÓPEZ, Sergio Mauricio - VIRGILI, Eduardo José. 
 
 
 

PROYECTO DE LEY 
 

EL SENADO Y LA  CÁMARA  DE  DIPUTADOS  DE  LA  PROVINCIA, SANCIONAN CON 
FUERZA DE 

L E Y 
 
 

PROTECCIÓN INTEGRAL, TRANSPARENCIA Y SISTEMAS DE VIDEOVIGILANCIA EN 
ESTABLECIMIENTOS DE CUIDADO DE PERSONAS EN SITUACIÓN DE VULNERABILIDAD 

 
 

DISPOSICIONES GENERALES 
 

Artículo 1°.- Objeto. La presente Ley tiene por objeto fortalecer la protección integral de 
las personas en situación de vulnerabilidad, promoviendo mayores estándares de seguridad, 
transparencia, prevención del maltrato y calidad en la prestación de los servicios brindados por 
los establecimientos públicos y privados habilitados en la provincia de Salta, mediante la 
instalación y utilización de sistemas de videovigilancia a través de cámaras de circuito cerrado de 
televisión (CCTV) u otras tecnologías equivalentes de alta resolución que permitan el registro 
seguro de imágenes conforme a las disposiciones de la presente Ley. 

 
Art. 2°.- Ámbito de aplicación. Las disposiciones de la presente Ley serán aplicables a: 
 

a) Jardines maternales. 
b) Guarderías. 
c) Geriátricos. 
d) Residencias para personas mayores. 
e) Hogares permanentes para personas con discapacidad. 
f) Todo otro establecimiento público o privado habilitado en la Provincia cuya actividad 

principal consista en el cuidado, alojamiento, asistencia o supervisión institucional de 
personas en situación de vulnerabilidad, ya sea con carácter permanente o transitorio. 

 
Art. 3°.- Finalidad. La presente Ley tiene por finalidad: 

 
a) Prevenir situaciones de violencia, abandono, abuso, negligencia o maltrato. 
b) Fortalecer la transparencia institucional. 
c) Garantizar condiciones adecuadas de atención. 
d) Proteger los derechos de los usuarios. 
e) Brindar tranquilidad y mayor información a las familias. 
f) Facilitar la investigación administrativa y judicial cuando corresponda. 
g) Resguardar los derechos del personal que presta servicios. 

 
Art. 4°.- Definiciones. A los efectos de la presente Ley se entiende por: 

 
a) Sistema de videovigilancia. Conjunto de cámaras de circuito cerrado de televisión 

(CCTV) u otras tecnologías equivalentes destinadas a la captación, transmisión, 
almacenamiento y resguardo de imágenes.  

b) Establecimientos de cuidado. Los comprendidos en el artículo 2º de la presente Ley. 
c) Personas en situación de vulnerabilidad. Niñas, niños y adolescentes, personas 

mayores, personas con discapacidad y toda otra persona que, por su condición o 
estado, requiera asistencia, cuidado o supervisión permanente o transitoria. 

 
 

SISTEMAS DE VIDEOVIGILANCIA 
 

Art. 5°.- Instalación. Los establecimientos comprendidos en la presente ley deberán 
instalar y mantener en funcionamiento sistemas de videovigilancia mediante cámaras de circuito 
cerrado de televisión (CCTV) u otras tecnologías equivalentes que permitan un adecuado 
monitoreo del funcionamiento de los establecimientos, en los sectores comunes, áreas de 



          

 

circulación y actividades institucionales que se desarrollen en dichos espacios, así como el 
control de ingresos y egresos de usuarios, residentes, personal, visitantes y demás personas que 
accedan al establecimiento, registrando en forma continua la fecha y hora de la captación de las 
imágenes. 

 
Asimismo, las cámaras deberán contar con una resolución suficiente para permitir la 

correcta identificación de personas y hechos, debiendo cubrir de manera completa los espacios 
comunes, evitando la existencia de puntos ciegos que impidan la adecuada supervisión de dichos 
sectores. 

 
Queda expresamente prohibida la instalación de cámaras en baños, sanitarios, vestuarios 

y en todo otro espacio destinado a preservar la intimidad de las personas. 
 

Art. 6°.- Requisitos mínimos. Los sistemas deberán garantizar como mínimo: 
 

a) Grabación continua. 
b) Alta resolución de imagen. 
c) Almacenamiento seguro. 
d) Conservación de las grabaciones durante el plazo que establezca la reglamentación. 
e) Mecanismos de seguridad informática que impidan accesos no autorizados. 

 
La reglamentación establecerá únicamente estándares mínimos de funcionamiento eficaz, 

sin imponer marcas, proveedores o tecnologías determinadas. 
 

Art. 7°.- Acceso, visualización y resguardo de las imágenes. Los sistemas de 
videovigilancia deberán permitir el registro continuo de imágenes y su almacenamiento seguro 
durante el plazo que determine la reglamentación. 

 
Los establecimientos deberán implementar mecanismos de acceso seguro mediante 

usuario y contraseña u otros sistemas de autenticación equivalentes que permitan la visualización 
remota de las imágenes en tiempo real por parte de los padres, representantes legales, tutores, 
curadores o familiares autorizados de las personas asistidas, conforme a las condiciones que 
establezca la reglamentación y con pleno respeto a los derechos a la intimidad y protección de los 
datos personales de terceros. 

 
La Autoridad de Aplicación establecerá los requisitos técnicos mínimos destinados a 

garantizar la seguridad informática, la trazabilidad de los accesos, la integridad de las 
grabaciones y la protección contra accesos no autorizados. 

 
En los establecimientos destinados al alojamiento o residencia permanente de personas 

mayores, los sistemas deberán contar con tecnología que permita el registro continuo de 
imágenes durante las veinticuatro (24) horas, incluyendo visión nocturna u otra tecnología 
equivalente que garantice igual finalidad. 

 
Las grabaciones sólo podrán ser entregadas o puestas a disposición de la autoridad 

judicial competente, del Ministerio Público Fiscal, de la autoridad administrativa competente o de 
las personas legitimadas en los supuestos y con el procedimiento que establezca la 
reglamentación. 

 
 

PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES 
 
Art. 8°.- Confidencialidad. Las imágenes obtenidas tendrán carácter estrictamente 

confidencial. 
 
Su utilización únicamente podrá realizarse para los fines previstos por la presente Ley. 
 
Queda prohibida su reproducción, difusión, comercialización o utilización para fines ajenos 

a los establecidos en esta norma. 
 
Art. 9°.- Protección de datos. El tratamiento, almacenamiento y utilización de las 

imágenes deberá ajustarse a la Ley Nacional 25.326 de Protección de Datos Personales y demás 
normativa vigente sobre privacidad, intimidad y protección de derechos personalísimos. 

 
Art. 10.- Deber de información. Los establecimientos comprendidos en la presente Ley 

deberán informar, en forma clara, visible y permanente, que cuentan con un sistema de 
videovigilancia. 



          

 

 
Asimismo, deberán comunicar dicha circunstancia al personal que preste servicios en el 

establecimiento, a los padres, representantes legales, tutores o curadores de las personas 
asistidas y a toda persona que, por cualquier motivo, permanezca o acceda a las instalaciones 
alcanzadas por el sistema de videovigilancia. 

 
La información deberá indicar, como mínimo, la existencia del sistema de videovigilancia, 

su finalidad, el tratamiento de las imágenes conforme a la normativa vigente en materia de 
protección de datos personales y los canales habilitados para ejercer los derechos que 
correspondan. 

 
 

AUTORIDAD DE APLICACIÓN 
 
Art. 11.- Autoridad de Aplicación. La Autoridad de Aplicación de la presente Ley será el 

Ministerio de Desarrollo Social o los organismos que en el futuro asuman sus competencias. 
 
A tales efectos, actuará en forma articulada con el Ministerio de Salud Pública, respecto 

de los geriátricos, residencias para personas mayores, hogares permanentes para personas con 
discapacidad y demás establecimientos comprendidos dentro de su ámbito de competencia; y 
con el Ministerio de Educación y Cultura, respecto de los jardines maternales, guarderías y 
demás establecimientos educativos alcanzados por la presente Ley. 

 
Cada organismo ejercerá las funciones de control, inspección y fiscalización dentro del 

ámbito de las competencias que le atribuya la legislación vigente, sin que la aplicación de la 
presente Ley implique la creación de nuevos organismos, cargos, estructuras administrativas 
permanentes o registros específicos. 

 
Art. 12.- Fiscalización. La autoridad competente podrá realizar inspecciones ordinarias y 

extraordinarias para verificar el cumplimiento de la presente Ley, pudiendo requerir toda la 
información necesaria para el ejercicio de sus funciones. 

 
 

RÉGIMEN SANCIONATORIO 
 

Art. 13.- Incumplimientos y graduación de las sanciones. El incumplimiento de las 
obligaciones establecidas en la presente Ley dará lugar, según la naturaleza, gravedad, 
reincidencia y perjuicio ocasionado, a la aplicación de las siguientes sanciones: 

 
a) Apercibimiento. 
b) Multa. 
c) suspensión temporaria de la habilitación. 
d) Clausura preventiva. 
e) Revocación definitiva de la habilitación en los casos de incumplimientos graves o 

reiterados. 
 

La aplicación de las sanciones respetará el debido proceso administrativo, garantizando el 
derecho de defensa del presunto infractor y observando los principios de razonabilidad y 
proporcionalidad. 

 
Art. 14.- Destino de los fondos provenientes de las sanciones. Los recursos que se 

perciban en concepto de multas aplicadas en virtud de la presente Ley serán destinados 
exclusivamente al financiamiento, fortalecimiento y desarrollo de programas, acciones y políticas 
públicas vinculadas con la protección, el cuidado, la prevención del maltrato y la promoción de los 
derechos de las personas en situación de vulnerabilidad comprendidas en la presente norma. 
 

La reglamentación determinará el mecanismo de administración, asignación y rendición de 
dichos recursos, garantizando su afectación específica al cumplimiento de los objetivos de esta 
Ley. 

 
Art. 15.- Responsabilidad. Los titulares de los establecimientos, sus representantes 

legales y quienes ejerzan la dirección técnica serán responsables del cumplimiento de las 
obligaciones previstas en la presente Ley, sin perjuicio de las responsabilidades civiles, penales o 
administrativas que pudieran corresponder. 

 
 

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS 



          

 

 
Art. 16.- Habilitación y permanencia. El cumplimiento de las obligaciones previstas en la 

presente ley será condición necesaria para el otorgamiento, renovación y conservación de las 
habilitaciones, autorizaciones o permisos de funcionamiento exigidos por la normativa vigente 
para los establecimientos comprendidos en su ámbito de aplicación. 

 
Las autoridades competentes, en el marco de sus respectivas atribuciones legales, 

deberán verificar dicho cumplimiento al ejercer las funciones de habilitación, fiscalización y 
control. 

 
Art. 17.- Plazo de adecuación. Los establecimientos comprendidos dispondrán de un 

plazo de noventa (90) días corridos contados desde la entrada en vigencia de la reglamentación 
para adecuarse a las disposiciones de la presente Ley. 

 
Artículo 18°.- Financiamiento. La implementación de la presente Ley será atendida con 

los créditos presupuestarios asignados a los organismos que resulten Autoridad de Aplicación, 
conforme a sus respectivas competencias. 

 
La ejecución de esta Ley no implicará la creación de nuevos organismos, cargos, 

estructuras administrativas permanentes ni registros específicos, debiendo las funciones previstas 
ser ejercidas mediante los recursos humanos, técnicos y presupuestarios existentes. 

 
Art. 19.- Régimen transitorio. La Autoridad de Aplicación podrá otorgar, mediante 

resolución fundada, una prórroga excepcional del plazo previsto en el artículo 17 cuando el 
establecimiento acredite la existencia de impedimentos técnicos, económicos o edilicios 
debidamente justificados que imposibiliten el cumplimiento dentro del plazo original. 

 
La prórroga deberá fijar un cronograma de adecuación obligatorio y no podrá exceder de 

noventa (90) días corridos, salvo circunstancias extraordinarias debidamente acreditadas. 
 
Art. 20.- Orden público. La presente Ley es de orden público y de aplicación obligatoria 

en todo el territorio de la provincia de Salta. 
 
Art. 21.- Reglamentación. El Poder Ejecutivo Provincial reglamentará la presente Ley 

dentro de los ciento veinte (120) días corridos contados desde su publicación en el Boletín Oficial. 
 
Art. 22.- Adhesión municipal. Invítase a los municipios de la provincia de Salta a 

adecuar sus normas y procedimientos a las disposiciones de la presente Ley y a celebrar 
convenios de cooperación con la Autoridad de Aplicación para el cumplimiento de sus objetivos, 
en el marco de sus respectivas competencias. 

 
Art. 23.- Comuníquese al Poder Ejecutivo. 

 
 
 
 
FUNDAMENTOS 
 
Señor Presidente: 
 

El presente proyecto de ley tiene por objeto establecer un marco normativo destinado a 
fortalecer la protección integral, la transparencia y la seguridad en aquellos establecimientos 
públicos y privados habilitados por la provincia de Salta cuya actividad principal consiste en el 
cuidado, alojamiento, asistencia o supervisión institucional de personas en situación de 
vulnerabilidad. 

 
La iniciativa comprende jardines maternales, guarderías, geriátricos, residencias para 

personas mayores, hogares permanentes para personas con discapacidad y demás 
establecimientos de similares características que desarrollen actividades institucionales de 
cuidado y supervisión permanente o transitoria de personas especialmente protegidas por nuestro 
ordenamiento jurídico.  

 
Los niños, las personas mayores y las personas con discapacidad constituyen grupos que 

merecen una protección reforzada por parte del Estado. En muchos casos dependen total o 
parcialmente de terceros para el desarrollo de su vida cotidiana, circunstancia que exige la 
adopción de medidas razonables destinadas a prevenir situaciones de violencia, abuso, 
abandono, negligencia o cualquier otra forma de vulneración de derechos. 



          

 

 
La experiencia demuestra que los hechos de maltrato institucional suelen producirse en 

ámbitos cerrados donde el control por parte de las familias resulta limitado y donde la obtención 
de elementos objetivos de prueba suele ser dificultosa. 

 
En ese contexto, la incorporación de sistemas de videovigilancia constituye una 

herramienta preventiva destinada a fortalecer la transparencia institucional, mejorar los 
mecanismos de control, proteger a las personas usuarias de los servicios y, al mismo tiempo, 
brindar mayores garantías al personal que desempeña funciones en dichos establecimientos, 
permitiendo esclarecer objetivamente los hechos cuando existan denuncias o controversias. 

 
La finalidad de la presente ley no consiste en sustituir el control humano ni en afectar la 

intimidad de las personas, sino en incorporar una herramienta tecnológica que contribuya a 
mejorar la calidad institucional de los establecimientos alcanzados, promoviendo ambientes más 
seguros y fortaleciendo la confianza de las familias. 

 
Con ese objetivo, el proyecto limita expresamente la instalación de cámaras a los sectores 

comunes, áreas de circulación y actividades institucionales desarrolladas en dichos espacios, 
prohibiendo su colocación en baños, sanitarios, vestuarios y demás lugares destinados a 
preservar la intimidad de las personas, procurando así un adecuado equilibrio entre el interés 
público comprometido y el respeto por los derechos personalísimos. 

 
Asimismo, el proyecto dispone que el tratamiento de las imágenes deberá ajustarse a la 

Ley Nacional 25.326 de Protección de Datos Personales, garantizando la confidencialidad de la 
información obtenida y restringiendo su utilización exclusivamente a los fines previstos por la 
presente ley.  

 
Desde el punto de vista institucional, la iniciativa adopta un criterio de eficiencia 

administrativa. 
 
No crea organismos nuevos, no incorpora estructuras burocráticas adicionales, no 

establece registros provinciales específicos ni genera erogaciones permanentes para el Estado 
Provincial. 

 
Por el contrario, asigna la coordinación y fiscalización a los organismos que actualmente 

poseen competencia sobre los establecimientos comprendidos por la presente Ley, 
aprovechando las estructuras administrativas existentes y evitando incrementar el gasto público. 

 
Del mismo modo, el proyecto establece estándares mínimos de funcionamiento de los 

sistemas de videovigilancia sin imponer marcas, tecnologías o proveedores determinados, 
permitiendo que cada establecimiento adopte la solución tecnológica que mejor se adecue a sus 
características, dentro del marco regulatorio previsto por la ley. 

 
Desde el punto de vista constitucional, la iniciativa encuentra sustento en los artículos 14, 

16, 19, 33, 42, 43 y 75 inciso 23) de la Constitución Nacional, que reconocen los derechos 
fundamentales de las personas, garantizan la igualdad, la intimidad y la protección de los grupos 
en situación de vulnerabilidad, e imponen al Estado la obligación de adoptar medidas positivas 
para asegurar el pleno ejercicio de tales derechos. 

 
Asimismo, encuentra fundamento en las disposiciones de la Constitución de la Provincia 

de Salta, que consagra el deber de los poderes públicos de proteger a la familia, la niñez, las 
personas mayores y las personas con discapacidad mediante políticas públicas orientadas a 
garantizar su dignidad, seguridad e inclusión. 

 
La iniciativa también se sustenta en la Convención sobre los Derechos del Niño, la 

Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, la Convención 
Interamericana sobre la Protección de los Derechos Humanos de las Personas Mayores y la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos, instrumentos internacionales con jerarquía 
constitucional que imponen a las autoridades públicas el deber de adoptar medidas razonables 
para prevenir situaciones de violencia, abuso, discriminación o trato indigno. 

 
Por otra parte, el proyecto respeta plenamente la Ley Nacional 25.326 de Protección de 

Datos Personales y armoniza sus disposiciones con los principios de privacidad, confidencialidad 
y proporcionalidad, procurando un equilibrio adecuado entre la utilización de herramientas 
tecnológicas de control y el respeto de los derechos fundamentales de las personas. 

 



          

 

En definitiva, la presente iniciativa procura fortalecer la transparencia institucional, prevenir 
situaciones de maltrato, brindar mayor seguridad a las personas en situación de vulnerabilidad y a 
sus familias, mejorar la calidad de los establecimientos alcanzados y dotar a la provincia de Salta 
de una herramienta moderna de prevención, sin crear nuevas estructuras estatales ni incrementar 
innecesariamente el gasto público. 

 
Por los fundamentos expuestos, solicitamos a nuestros pares la aprobación del presente 

proyecto de ley. 
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PROYECTO DE LEY 
 

EL  SENADO  Y  LA  CÁMARA  DE  DIPUTADOS  DE  LA  PROVINCIA, SANCIONAN CON 
FUERZA DE 

L E Y  
 
 

TÍTULO I 
ESTUDIOS Y CERTIFICADO DE APTITUD PSICOLÓGICA 

 
 

Artículo 1º.- Se establece la realización obligatoria de los estudios afines para la 
obtención del correspondiente Certificado de Aptitud Psicológica, para los siguientes funcionarios: 

 

 Poder Ejecutivo Provincial (hasta la categoría de Director Provincial). 

 Autoridades y Legisladores del Poder Legislativo Provincial. 

 Autoridades y Funcionarios del Poder Judicial de la Provincia de Salta. 
 

Art. 2º.- Estudios a realizar. Certificado de Aptitud Psicológica. Los estudios 
psicológicos de los funcionarios comprendidos deberán ser realizados de manera única y 
exclusiva por los Equipos de Diagnósticos Psicológicos creados por la presente Ley, no siendo 
aceptados ni dados por válidos los realizados por instituciones privadas o profesionales que 
ejerzan la actividad privada. La emisión del correspondiente Certificado de Aptitud Psicológica 
corresponderá a los referidos Equipos de Diagnósticos. 
  

Art. 3º.- Plazo de realización de los Exámenes Psicológicos. Periodicidad. 
Contenido: El plazo de presentación, debe ser en un término máximo de treinta (30) días a la 
fecha de la designación o elección del funcionario, realizándose luego, cada 2 años, de modo tal 
que permita corroborar la óptima condición para el desempeño en el cargo conferido. 
 

Art. 4º.- Reserva. Confidencialidad. Protección de la información. Se resguardará y 
cumplirá con la reserva, veracidad, confidencialidad e intimidad, quedando prohibida toda 
divulgación y difusión no autorizada, conforme los estándares de protección legal y constitucional, 
nacional e internacional. Sólo tomarán estado público cuando constituyen fundamento específico 
que obste a la designación de un funcionario, articulándose los medios de elección o selección 
previstos para el caso/cargo que quedare vacante (por decisión del voto popular o por 
designación).  
 
 

TÍTULO II 
EQUIPOS DE ESTUDIOS PSICOLÓGICOS DE LA PROVINCIA DE SALTA 

 
Art. 5º.- Creación. Créase los siguientes Equipos interdisciplinarios: 
 

a) El Equipo de Diagnóstico Psicológico del Poder Ejecutivo de la provincia de Salta.  
b) El Equipo de Diagnóstico Psicológico del Poder Legislativo de la provincia de Salta. 
c) El Equipo de Diagnóstico Psicológico del Poder Judicial de la provincia de Salta. 

 
Dichos Equipos contarán con independencia administrativa, económica y financiera 

respecto del Poder cuyos integrantes deberán analizar. 



          

 

 
Art. 6º.- Objeto de los Equipos de Estudios Psicológicos: Organizarán, controlarán y 

supervisarán de manera permanente el correcto desarrollo de los exámenes psicológicos, 
considerando competencias y aptitudes de los cargos enumerados. 

 
Art. 7º.- Integrantes. Estarán integrados por profesionales con acreditada experticia, 

siendo seleccionados mediante concurso público de títulos de Médico/a Psiquiatra y Licenciado/a 
en Psicología, antecedentes y oposición para los cargos que se creen a tal fin, con dedicación 
exclusiva y remuneración establecida en la correspondiente ley reglamentaria, con carácter 
vitalicio mientras mantengan su buena conducta. 

 
Art. 8º.- Competencias: 
 

 Evaluación de los resultados de los exámenes de los funcionarios comprendidos en 
el poder gubernamental donde tienen injerencia, conforme parámetros 
preestablecidos. 

 Analizar mediante las pruebas realizadas la aptitud psicológica, rectitud moral y 
ética, discernimiento, ecuanimidad, equilibrio, eficiencia y lucidez de los actos 
públicos que deban realizar los funcionarios comprendidos. 

 Determinar la habilitación o no de cada funcionario, para el ejercicio de la función 
encomendada, expidiendo el correspondiente Certificado de Aptitud o no según 
correspondiere. 

 Diseñar las pruebas médicas, psicológicas y psicotécnicas para evaluar a los 
funcionarios. 

 Realización de los informes correspondientes. 

 Supervisar periódicamente el funcionamiento de las reparticiones. 
 
Art. 9º.- Se invita a los Municipios de la provincia de Salta, a adherir a la presente norma. 

 
Art. 10.- El gasto que demandare el cumplimiento de la presente Ley será imputado en las 

partidas correspondientes del Presupuesto General de la Provincia, Ejercicio vigente. 
 

Art. 11.- Comuníquese al Poder Ejecutivo. 
 
 
 
 
 
FUNDAMENTOS 
 
Sr. Presidente: 
 

Considero importante establecer herramientas como la aquí planteada a fin de establecer 
filtros que detecten, adviertan si una persona en ejercicio de funciones públicas no se encuentra 
apta psicológicamente para la misma, pudiendo ser declarado no apto para su función luego de 
un análisis exhaustivo realizado por un equipo de personas con sobrada y acreditada experticia 
en la materia, asegurándosele independencia absoluta en su labor. Debemos tener presente que 
la salud es una globalidad que incluye lo físico y lo psíquico. Con la implementación de este 
proyecto, alguien que está físicamente bien pero que psicológicamente no se encuentren bien, 
será declarado no apto para su función.  

 
Más allá de lo asertivo que puede ser una evaluación psicológica, lo que parece 

importante es implementar que nuestras autoridades y funcionarios tengan una situación de 
igualdad frente a la población en su conjunto quienes en muchas oportunidades debe pasar un 
examen psicofísico antes de ser empleados. Actualmente aquellos que ocupan cargos electivos o 
ejecutivos no pasan una evaluación psicofísica, considerando quien les habla, necesario que ello 
si ocurra. 

 
Se trata de responder a una razonable necesidad de que las personas prestas a 

desempeñar competencias públicas, sean estudiados sobre la base de una valoración integral y 
objetiva de los conocimientos y aptitudes que resultan imprescindibles. Deviene insuficiente 
valorar la idoneidad con solo computar sus antecedentes académicos, profesionales, etc. El 
funcionario debe demostrar también que podrá asumir su función desde un estado de completo 
bienestar físico y psíquico, teniendo en cuenta la exigencia sustantiva que recaerá sobre su 
persona. Son líderes de sus equipos y deben contar con destrezas para su conducción eficaz. 

 



          

 

Este proyecto busca además destacar la templanza emocional que debe conformar la 
personalidad de una persona que estará sujeta a constantes y cada vez más complejos 
conflictos. Proyectos con la referida temática, pero de distinto alcance, fueron planteados, con 
diferentes resultados, en cámaras legislativas y concejos deliberantes de provincias como 
Misiones, Chaco, Entre Ríos e inclusive en el mismo Congreso de la Nación referidos a los 3 
Poderes del Estado o a uno en particular, o a sectores específicos de la administración pública. 
Con los avances y la complejidad de la vida moderna, los equipos interdisciplinarios como los 
aquí planteados devienen en una herramienta indispensable de ella, teniendo en especial 
consideración el avance y el progreso de las ciencias de la salud humana como lo son la 
psiquiatría y la psicología.  

 
Por lo descripto, es que requiero a mis pares acompañen el presente proyecto. 
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PROYECTO DE DECLARACIÓN 
 

LA CÁMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA DE SALTA, 
 

D E C L A R A 
 
 

Que vería con agrado  que  el Poder Ejecutivo Provincial, a través de los organismos 
competentes, convoque una Mesa Provincial de Comercio y Desarrollo Fronterizo con 
participación de los municipios y sectores pertinentes, a fin de elaborar una posición común de la 
Provincia, aportar evidencia técnica a las autoridades nacionales y efectuar el seguimiento de la 
implementación del régimen del Decreto Nacional N° 438/2026. 
 
 
 
 
 
FUNDAMENTOS 
 
Sr. Presidente: 
 

La frontera norte salteña no constituye una realidad económica uniforme. En Profesor 
Salvador Mazza y el paraje Pocitos el intercambio cotidiano se encuentra estrechamente ligado al 
tránsito vecinal y al abastecimiento de bienes de consumo frecuente; Tartagal, por su parte, 
funciona como un centro comercial y de servicios para todo el departamento General San Martín. 
El régimen regional excluye distintos rubros, entre ellos alimentos de la canasta básica de las 
regiones fronterizas, de modo que el eventual impacto no será idéntico para todos los comercios 
ni puede evaluarse con una única respuesta general. 
 

La instalación de tiendas libres puede generar circulación de personas, inversión, empleo 
formal y nuevas oportunidades para los servicios y productos regionales. Pero, si el diseño se 
limita a conceder pocas autorizaciones a grandes operadores ajenos a la zona, también puede 
concentrar los beneficios, desplazar actividad preexistente y dejar escaso derrame en las 
comunidades que soportan diariamente los costos de la condición fronteriza. La finalidad del 
desarrollo local invocada por el propio Decreto exige que ese resultado sea medible y forme parte 
de las condiciones de autorización. 

 
De allí la necesidad de estudios de impacto por localidad y de una participación real de los 

municipios, las cámaras empresarias, los comerciantes, los trabajadores y los productores. La 
intervención temprana permitirá definir qué rubros pueden complementar la economía existente, 
qué infraestructura será necesaria y qué medidas provinciales de crédito, capacitación, 
digitalización o reconversión deben ofrecerse a las pymes formales. 

También resulta indispensable un sistema de control moderno. En pasos de tránsito 
vecinal intenso, la sola presentación de documentación no basta para impedir la utilización de 
terceros, la acumulación de compras o la reventa. La identificación del viajero, el registro 
inmediato de la franquicia y su periodicidad, la trazabilidad de la operación y la coordinación entre 



          

 

ARCA, Aduana y Migraciones son instrumentos razonables para preservar el carácter personal y 
no comercial del régimen de equipaje. 

 
Por estas razones, se solicita el acompañamiento de los señores Diputados para que 

Salta llegue a la instancia nacional con una posición común, técnicamente fundada y construida 
junto a las comunidades directamente involucradas. 
 
 
 
 
 
 
 
NOTA: ÚLTIMO PROYECTO INCLUIDO EN ACTA DE LABOR PARLAMENTARIA.   


























































































































